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  Introducción 

1. La República del Yemen se complace en presentar su cuarto informe nacional al 

mecanismo de Examen Periódico Universal (EPU) de las Naciones Unidas, en cumplimiento 

de sus obligaciones en virtud de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos y en 

razón de su convicción de que los principios y objetivos de los derechos humanos constituyen 

la piedra angular del progreso del país y una herramienta esencial para trabajar en aras del 

restablecimiento de la paz y la seguridad y para garantizar el estado de derecho, lo que 

permitirá mejorar tanto la protección de los derechos humanos como la capacidad de estos 

para lograr el desarrollo sostenible. 

2. Durante el 32º período de sesiones del mecanismo del EPU (en enero de 2019), la 

República del Yemen recibió 252 recomendaciones. El Yemen dio respuesta a 201 de ellas, 

aceptando durante ese mismo período 182 recomendaciones, y otras 19 recomendaciones 

adicionales durante la aprobación de los resultados del examen, en el 41er período de sesiones 

del Consejo (en junio de 2019), al tiempo que expresó su deseo de posponer la aceptación de 

otras 51 recomendaciones. 

3. En el presente informe se examinan los progresos realizados por la República del 

Yemen en la aplicación de las recomendaciones del mecanismo de examen, incluido el 

cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de tratados y la interacción positiva 

con los procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos y con todos los comités 

y mecanismos de las Naciones Unidas. En el presente informe también se aborda una 

presentación transparente de los retos que dificultan la consecución de los progresos deseados 

en los ámbitos de los derechos humanos en el país, dada la oportunidad que brinda el 

mecanismo del EPU para identificar modalidades de abordar los retos actuales y futuros más 

importantes, y obtener el apoyo de la comunidad internacional para superarlos. 

4. La rebelión armada y el golpe de estado contra la legitimidad llevados a cabo por la 

milicia terrorista huzí siguen planteando el mayor desafío a la capacidad del Estado y de la 

sociedad yemení para alcanzar su objetivo común de promover los derechos humanos, 

especialmente dado el impacto que tuvo la subversión del poder legítimo en la paralización 

de la actividad legislativa del poder legislativo, que constituye una importante base para 

satisfacer las necesidades en materia de desarrollo de la legislación y salvar las brechas 

existentes entre las normas internacionales y el ordenamiento legal nacional. 

5. El Gobierno ha tratado de reducir esta brecha mediante la adopción de medidas y 

procedimientos eficaces, incluido el fortalecimiento de la cooperación con las instituciones 

de la sociedad civil, especialmente las que operan en el ámbito de los derechos humanos. 

Trabajar para hacer efectivas las recomendaciones del examen en la práctica ha sido un 

aspecto importante de la cooperación con la sociedad civil, especialmente mediante la 

asociación y la consulta de cara a la creación de estructuras pertinentes y el fortalecimiento 

de la base institucional, la aplicación de medidas acordadas para proteger los derechos 

humanos en el contexto del conflicto armado, y el cumplimiento de los deberes del Estado 

hacia sus ciudadanos, así como la satisfacción de sus necesidades vitales y de servicios, 

habida cuenta de las enormes consecuencias humanas generadas por la subversión y la 

continua intransigencia de las milicias huzíes y su rechazo a cualesquiera esfuerzos de paz. 

 I. Metodología de preparación de informes 

6. Al amparo del Decreto Ministerial núm. 111/2004, de 2004, el Ministerio de Asuntos 

Jurídicos y Derechos Humanos asumió la Presidencia del Comité Técnico Gubernamental 

para la preparación de informes, entre cuyos miembros figuraban representantes de 

ministerios y organismos y también de los poderes legislativo y judicial. El Comité trabajó 

en el seguimiento de la aplicación de las recomendaciones sobre derechos humanos, la 

elaboración de propuestas de carácter práctico, para hacerlas realidad, y el seguimiento y la 

evaluación de su aplicación, y se ocupó de la preparación del presente informe nacional. 
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 A. Aplicación de las recomendaciones del examen 

7. El Comité Técnico Gubernamental dividió y categorizó las recomendaciones, y 

avanzó propuestas en relación con las medidas requeridas y los organismos intervinientes, 

con el fin de identificar a los actores que tienen funciones esenciales y aquellos otros que 

disponen de roles secundarios a la hora de asistir en la implementación, haciendo énfasis en 

el concepto de asociación entre múltiples interesados, incluyendo la sociedad civil, para 

llegar a un marco de un plan ejecutivo, que también permita obtener apoyo y asistencia de 

los organismos de las Naciones Unidas y los asociados internacionales en el desarrollo. El 

Comité nacional opera durante el plan ejecutivo como mecanismo de seguimiento, y también 

como mecanismo de apoyo en caso necesario. 

8. El Comité celebró, durante el período comprendido entre julio de 2019 y enero 

de 2024, un total de nueve reuniones con la participación de sus diferentes miembros, con 

fines de seguimiento y orientación, y para garantizar la armonía de sus esfuerzos. 

9. El plan ejecutivo incluyó la identificación de los riesgos a los que se enfrenta la 

implementación, especialmente los desafíos derivados del conflicto armado y los crímenes 

de los golpistas, así como los esfuerzos dirigidos a preparar al personal de las entidades 

implicadas y desarrollar sus capacidades para hacer frente a los desafíos, identificar el público 

al que se quiere llegar y las metodologías de interacción, la naturaleza de las actividades 

llevadas a cabo y su vinculación a los objetivos secundarios y generales del plan y a diversas 

obligaciones, incluidas las que impone la resolución 2216 (2015) del Consejo de Seguridad 

y sus anexos. 

 B. Preparación y examen 

10. El Comité, en sus actividades dirigidas a la preparación del presente informe, se basó 

en la nota orientativa sobre el cuarto ciclo en curso, en virtud de la cual las recomendaciones 

se distribuyeron a todos los organismos gubernamentales. Se hizo un seguimiento de la 

aplicación de las recomendaciones sobre cuestiones relacionadas con los derechos humanos 

y se adoptaron medidas al respecto, y el Comité adoptó el principio de la consulta 

participativa de base amplia y el trabajo conjunto con diversos organismos gubernamentales, 

autoridades competentes y partes interesadas en todas las etapas de la preparación del 

informe, ya que se recopiló información de esas entidades, incluidos planes, estrategias, 

políticas y prácticas, que se incorporaron al informe. La fase de preparación comenzó 

mediante el plan de recopilación de información y datos de las partes concernidas, y 

posteriormente la creación de una base de datos básicos en la fase de preparación del informe 

y durante la etapa de revisión. 

 C. Consultas participativas 

11. En aplicación del principio participativo y preocupados por el papel de las 

organizaciones de la sociedad civil en lo relativo a su participación activa en la elaboración 

del informe nacional, el Comité Técnico Gubernamental formó un grupo de trabajo especial 

denominado Comité Nacional de Examen, que celebró cuatro rondas de consultas con un 

amplio abanico de organizaciones de la sociedad civil, expertos y activistas en los ámbitos 

de los derechos humanos, humanitario y de desarrollo, que aportaron sus contribuciones para 

identificar los temas prioritarios de este informe, especialmente en el contexto de la enorme 

crisis humanitaria por la que atraviesa el país. 

12. El Comité procuró sacar el máximo provecho de los informes de la Comisión Nacional 

de Investigación de Denuncias de Violaciones de los Derechos Humanos, y también de los 

informes emitidos por organizaciones de la sociedad civil relacionadas con los derechos 

humanos. A la luz de las recomendaciones del Comité Nacional de Examen, el Ministro de 

Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos asignó a un equipo técnico del Ministerio la tarea de 

recabar información de diversas entidades gubernamentales y no gubernamentales y de 

realizar visitas sobre el terreno a las zonas liberadas para corroborar la información de interés. 
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13. El Comité Nacional de Examen recibió respuestas de 20 entidades gubernamentales 

sobre los avances en la puesta en práctica de las recomendaciones según la clasificación de 

estas y de acuerdo con las responsabilidades constitucionales y legales de cada una. 

 II. Antecedentes generales 

14. Una gran parte de la población sigue sufriendo la opresión y el terrorismo perpetrados 

por la milicia terrorista huzí en las provincias que controla, que se estima que equivalen a 

cerca del 25 % de la superficie total del país, además del desplazamiento de cerca de cuatro 

millones de personas, la mayoría de las cuales fueron desplazadas hacia provincias bajo 

control del Gobierno legítimo. Casi 15 millones de personas están necesitadas de ayuda de 

subsistencia, y cerca de dos millones de ciudadanos han huido del país en busca de seguridad. 

Todo ello supone cargas enormes para el Estado, que este se esfuerza por sobrellevar 

adecuadamente. 

15. En cuanto al objetivo de lograr un arreglo pacífico, el Gobierno respondió 

positivamente a la invitación de participar en las consultas nacionales para el establecimiento 

de la paz, celebradas en Estocolmo en 2018 bajo los auspicios de las Naciones Unidas, 

cumplió con todas sus obligaciones en virtud del acuerdo, creyendo que esto tendría un 

impacto humanitario positivo en las vidas de la población, especialmente en la provincia de 

Al-Hudayda y las provincias vecinas, que se encuentran entre las más afectadas por la 

rebelión, pero la milicia huzí se afanó en obstruir la aplicación del Acuerdo de Estocolmo de 

una manera que agravó el sufrimiento de la población en Al-Hudayda y otras provincias, con 

lo que dicho acuerdo no consiguió hacer realidad ninguno de los objetivos humanitarios que 

se esperaban de él. 

16. El 5 de noviembre de 2019, la Arabia Saudita patrocinó el Acuerdo de Riad entre el 

Gobierno legítimo y el Consejo de Transición del Sur, que dio lugar a la formación de un 

Gobierno compuesto por 24 ministros, entre ellos ministros del Consejo de Transición del 

Sur. Tras el Acuerdo de Riad se sucedieron los acontecimientos políticos, ya que el Gobierno 

preparó un primer programa de gobierno, seguido de la convocatoria por el Presidente de la 

República de la primera sesión del Parlamento en la ciudad de Seiyun, provincia de 

Hadramaut. El Parlamento ratificó el programa de gobierno y aprobó el primer proyecto de 

presupuesto estatal para 2019 desde el golpe de septiembre de 2014 en virtud del Acuerdo de 

Riad, con arreglo al cual se nombraron nuevos gobernadores de varias provincias (Adén, 

Shabwa, Ta‛iz). 

17. En marzo de 2022 se celebraron consultas nacionales en Riad que incluyeron a todas 

las fuerzas políticas con el fin de ampliar la participación en la toma de decisiones en la 

cúspide del poder estatal y unificar el frente nacional para ampliar la autoridad del Estado, 

poner fin a la insurrección y lograr la estabilidad económica. En aras del supremo interés 

nacional, el Presidente de la República emitió una declaración sobre el traspaso de poderes y 

la formación de un Consejo Presidencial de Liderazgo compuesto por ocho miembros, 

repartidos a partes iguales entre el sur y el norte del país, y encabezado por el Dr. Rashad 

al-Alimi. La Cámara de Representantes celebró una sesión extraordinaria en la capital 

provisional (Adén) y los miembros del Consejo prestaron juramento constitucional ante el 

Parlamento. Posteriormente, el Consejo Presidencial de Liderazgo formó el Comité Conjunto 

de Seguridad y Militar para lograr la seguridad, la estabilidad y la reestructuración de las 

fuerzas armadas y de seguridad de conformidad con el artículo 5 de la Declaración sobre el 

Traspaso de Poderes. 

18. Con el fin de hacer frente a las repercusiones de la crisis humanitaria, el Consejo 

Presidencial de Liderazgo y el Gobierno legítimo dieron su acuerdo el 2 de abril de 2022 a la 

propuesta del Enviado de las Naciones Unidas de una tregua humanitaria de dos meses que 

incluía un alto el fuego, la reapertura del aeropuerto de Saná para los vuelos humanitarios, y 

la apertura del puerto de Al-Hudayda con la condición de que los ingresos del puerto, 

incluyendo los derechos de aduanas, se depositasen en el Banco Central, pero la milicia huzí 

no respetó el acuerdo a pesar de que el Gobierno continuó manteniendo abierto el puerto por 

razones humanitarias. La tregua se inició el 2 de abril de 2022 y se prorrogó sucesivamente 

hasta el 2 de octubre de 2022, y las Naciones Unidas continuaron desplegando esfuerzos para 
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prorrogar dicha tregua, unos esfuerzos que se toparon no obstante con la intransigencia y la 

negativa de la milicia “huzí”, que se opuso a ella e hizo lo indecible por escalar sus agresiones 

y ataques contra las instalaciones económicas vitales del Estado y contra la población civil. 

En octubre de 2022 se interrumpió la exportación de crudo (al extranjero) como consecuencia 

de los ataques terroristas con drones dirigidos por la milicia huzí contra el puerto petrolero 

de Al-Shahr al-Dabba, en Hadramaut, y también de los continuos ataques contra el puerto de 

Radum, en Shabwa, y se paralizó por completo la exportación, que suponía el 43 % de los 

ingresos generales del Estado. 

19. Como resultado de ello, el Consejo de Defensa Nacional emitió una decisión para 

considerar a la milicia huzí “un grupo terrorista”, y cursó instrucciones al Gobierno para que 

tomara rápidamente las medidas necesarias para aplicar la decisión, por lo que la Fiscalía 

emitió a su vez la decisión núm. 17/2022, por la que se incluía en la lista de entidades y 

personas terroristas a todas aquellas organizaciones e individuos vinculados a la milicia 

terrorista [huzí].  

 III. Conformidad con las iniciativas encaminadas a lograr la 
solución pacífica del conflicto (recomendaciones 123.25, 
123.26, 123.28, 123.31, 123.33, 123.36, 123.40, 123.43, 
123.47, 123.133 y 123.194) 

20. A pesar de que la milicia huzí sigue cometiendo graves violaciones e infracciones, el 

Gobierno siempre ha hecho un llamamiento al diálogo y ha acatado diversas iniciativas 

encaminadas a restablecer la situación, al frente de todas ellas los esfuerzos del Enviado 

Especial del Secretario General para el Yemen. El Gobierno, apoyado por una amplia 

representación de la clase política y la sociedad civil, participó en todas las rondas de diálogo 

y de negociación, y respondió positivamente, desde una posición de fuerza, a los numerosos 

llamamientos árabes e internacionales para que hiciera innumerables concesiones con el fin 

de poner fin al conflicto armado y alcanzar una solución pacífica, y sus fuerzas respetaron 

las normas sobre las reglas de enfrentamiento y los principios de distinción y de 

proporcionalidad en el combate, pero la milicia huzí no mostró respeto alguno por las normas 

de derecho internacional. A pesar de que el Gobierno cumplió todas sus obligaciones en 

virtud del Acuerdo de Estocolmo, la milicia huzí no hizo otro tanto con ninguna de las que 

le atañían, ya que: 

 a) Se negó a retirar fuerzas militares de la ciudad de Al-Hudayda y los puertos de 

Al-Hudayda, Al-Salif y Ras Issa, y rechazó entregar los mapas de minado y a retirar las 

minas, como también a traspasar la responsabilidad de mantener la seguridad en la ciudad de 

Al-Hudayda y los tres puertos a las fuerzas de seguridad locales de conformidad con la 

legislación yemení; 

 b) La milicia huzí paralizó las tareas de la Misión de la Naciones Unidas para la 

Aplicación del Acuerdo de Al-Hudayda, por lo que, durante los tres años posteriores al 

Acuerdo de Estocolmo, la Misión no ha podido cumplir su mandato otorgado en virtud de la 

resolución 2452 (2019) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, y el Gobierno ha 

solicitado en repetidas ocasiones el traslado de la sede de la Misión a un lugar neutral para 

que pueda ejercer sus funciones; 

 c) La milicia huzí se abstuvo de aplicar el componente económico del Acuerdo 

de Al-Hudayda, relativo al envío de los ingresos portuarios al Banco Central de Al-Hudayda 

y al pago de salarios a los empleados, y saqueó esos recursos, incluidos los derivados del 

petróleo; 

 d) La milicia huzí violó el Acuerdo de Estocolmo al ocupar totalmente la ciudad 

de Al-Hudayda y sus zonas adyacentes el 11 de noviembre de 2021, tras el redespliegue de 

las fuerzas conjuntas y su posicionamiento a 30 kilómetros de la ciudad, a raíz del cual 

llevaron a cabo operaciones de castigo contra la población de esas zonas; 
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 e) Los puertos de Al-Hudayda se convirtieron en un centro de recepción de armas 

de contrabando para la milicia huzí enviadas desde el Irán, así como de fabricación de 

embarcaciones bomba, de partida de operaciones de piratería marítima y de amenazas a la 

navegación internacional; 

 f) Durante 2022, la República del Yemen pidió a la comunidad internacional que 

prestara atención al problema para evitar la contaminación del medio ambiente del Mar Rojo, 

obligando a la milicia huzí a permitir los procedimientos de mantenimiento y rescate del 

petrolero Safer, que contenía más de 1,1 millones de barriles de crudo, lo que suponía un 

peligro para los más de 200 millones de personas que viven en los países colindantes. Estos 

buenos oficios ante la comunidad internacional culminaron en el plan de emergencia de las 

Naciones Unidas, al que el Gobierno contribuyó con 5 millones de dólares de los Estados 

Unidos. Se sigue confiando en la comunidad internacional para llevar a cabo y completar la 

segunda fase del plan; 

 g) El Gobierno acogió con satisfacción la iniciativa anunciada por la Arabia 

Saudita en marzo de 2021 de un alto el fuego a los fines de llegar a una solución política 

global bajo la supervisión de las Naciones Unidas, lo que incluye el depósito de los ingresos 

aduaneros y las tasas portuarias de Al-Hudayda en el Banco Central, la apertura del 

aeropuerto de Saná y el inicio de un diálogo político. El Gobierno acogió con satisfacción 

todos los esfuerzos e iniciativas presentados por la comunidad internacional y las Naciones 

Unidas, pero la milicia huzí, como de costumbre, rechazó todas las iniciativas de paz, 

continúa con su agresión y sigue esforzándose en desarrollar sus capacidades militares con 

el fin de amenazar la paz y la seguridad internacionales y lanzar ataques contra instalaciones 

económicas y el tráfico marítimo internacional. 

 IV. Marco normativo de los derechos humanos 

21. La República del Yemen está comprometida con las disposiciones de la Carta de las 

Naciones Unidas y las convenciones internacionales de derechos humanos que ha ratificado. 

Las autoridades esperan con interés que la Cámara de Representantes reanude sus funciones 

a un ritmo regular para permitir la aplicación del decreto del Consejo de Ministros emitido 

en 2013 para la ratificación de la Convención Internacional para la Protección de Todas las 

Personas contra las Desapariciones Forzadas, especialmente teniendo en cuenta el plan que 

debía aplicarse tras la aprobación del proyecto de Constitución para la creación de un 

mecanismo nacional que se ocupe de las cuestiones de las personas desaparecidas y víctimas 

de la desaparición forzada, de conformidad con el plan que el Gobierno había establecido 

con la participación de todos los ministerios y la asistencia de los órganos competentes y las 

instituciones de la sociedad civil, y en el marco del proceso de aplicación de las 

recomendaciones del Diálogo Nacional Amplio. Durante el período que se examina, el 

Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, en cooperación con el Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), celebró un 

taller con ocasión del Día Internacional de las Víctimas de las Desapariciones Forzadas, el 

30 de agosto de 2023, con la participación de representantes de las autoridades judiciales y 

legislativas, los organismos gubernamentales competentes y la sociedad civil, y presentó 

documentos y recomendaciones a la Cámara de Representantes para que incluyera este 

acuerdo en el orden del día para su debate y ratificación en la próxima sesión de la Cámara. 

22. En relación con la intención de la República del Yemen de adherirse al Protocolo de 

la Convención contra la Tortura, como parte de sus esfuerzos para hacer efectivos los 

resultados del Grupo de Derechos y Libertades en la Conferencia de Diálogo Nacional 

Amplio de 2013, se promulgó el Decreto Ministerial núm. 203/2023, sobre la aprobación de 

un proyecto de acuerdo entre el Gobierno y el Comité Internacional de la Cruz Roja para la 

cooperación y las actividades humanitarias en favor de las personas privadas de libertad. 

23. El Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos celebró reuniones del 

Comité Técnico Gubernamental sobre cuestiones de derechos humanos y preparó un 

proyecto de decisión dirigido al Consejo de Ministros para formar un comité permanente con 

la participación de la sociedad civil a fin de supervisar las condiciones penitenciarias e 
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informar sobre lo que debe hacerse para abordar y resolver las deficiencias o las 

vulneraciones. 

24. El Gobierno espera con interés la reanudación de las sesiones regulares de la Cámara 

de Representantes para completar los pasos que faltan hasta la ratificación del Protocolo de 

la Convención contra la Tortura, así como del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y del Protocolo Facultativo de la Convención 

sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones. 

 V. Fortalecimiento de la arquitectura institucional 
de derechos humanos (recomendaciones 123.6, 123.11, 
123.12, 123.16, 123.18, 123.22, 123.42, 123.52, 123.58, 
123.63 y 123. 66) 

25. Durante el período cubierto por este informe, el Gobierno emprendió numerosos 

esfuerzos en la esfera del fortalecimiento de los derechos humanos y las estructuras 

institucionales conexas, entre otras cosas dictando decretos positivos y afianzando el enfoque 

institucional de la labor de las dependencias de la función pública. 

26. El Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, que vigila y documenta las 

violaciones y es garante de los derechos, lleva a cabo esta labor a través de una red local de 

observadores y oficinas de coordinación en varias provincias del Yemen, incluidas las zonas 

bajo control de la milicia huzí, en colaboración con organizaciones de la sociedad civil y 

activistas de derechos humanos. 

27. El Ministerio puso en funcionamiento una línea telefónica directa para recibir quejas 

y denuncias de violaciones procedentes de todas las provincias de la República y emitió 

numerosos informes de seguimiento sobre violaciones. El Ministerio llevó a cabo 78 eventos 

destinados a difundir la cultura de los derechos humanos; celebró 138 actividades de 

sensibilización; puso en marcha la labor del órgano consultivo, formado por 

40  organizaciones, además de representantes del sector privado y expertos en derechos 

humanos; impartió 27 cursos, programas de formación y talleres para desarrollar las 

capacidades del personal nacional en diversos ámbitos de los derechos humanos; efectuó 

2.385 visitas sobre el terreno; detectó y documentó 13.000 violaciones; emitió 9 informes 

sobre la situación de los derechos humanos, y brindó 34 respuestas a preguntas del Grupo de 

Expertos formado en virtud de las resoluciones del Consejo de Seguridad sobre la situación 

humanitaria. También dirigió la preparación y el examen de los informes de los mecanismos 

de tratados y respondió a consultas y preguntas, puso en marcha 9 iniciativas para proteger y 

promover los derechos del niño y preparó material informativo relacionado con la 

Declaración sobre Escuelas Seguras y la Convención sobre los Derechos del Niño. 

28. Las políticas y decisiones adoptadas por el Consejo de Ministros se centraron en la 

promoción y protección de los grupos vulnerables. El Departamento de Derechos Humanos 

de la Presidencia de la República, el Departamento de Derechos Humanos de la Secretaría 

General del Consejo de Ministros y las Comisiones de Derechos y Libertades de la Cámara 

de Representantes y del Consejo de la Shura coordinan y consultan con el Ministerio de 

Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos la preparación de informes periódicos y nacionales 

para interactuar con las organizaciones internacionales de las que el Yemen es miembro. 

29. Se han establecido nuevas dependencias y departamentos generales de derechos 

humanos en varios organismos gubernamentales con la misión de promover los derechos 

humanos en las instituciones gubernamentales, en particular la Dependencia de Derechos 

Humanos del Ministerio del Interior, el decreto del Ministro de Defensa por el que se 

establecen 14 dependencias de protección de la infancia en todas las zonas militares y la 

Dependencia de Derechos Humanos en la Oficina del Fiscal General. 
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 A. Reactivación del mecanismo nacional de seguimiento y presentación 

de informes en la esfera de los derechos humanos 

30. Según se mencionó anteriormente acerca de la constitución del Comité Técnico 

Gubernamental para los derechos humanos, constituido en virtud del Decreto Ministerial 

núm. 111/2004 y presidido por el Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, que 

engloba a los ministerios y órganos pertinentes, y de conformidad con el decreto, el Comité 

se encarga de preparar los informes nacionales y del seguimiento y la aplicación de las 

recomendaciones que tienen que ver con los derechos humanos. 

31. En marzo de 2022, el Comité Técnico Gubernamental para los derechos humanos 

aprobó dos propuestas del Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos (que preside 

el comité), a saber: 1) que el Comité trabajara de conformidad con las normas internacionales 

relativas a la labor de los “mecanismos de seguimiento, aplicación y presentación de 

informes” y, en este contexto, podría solicitar la asistencia de los expertos, instituciones de 

la sociedad civil y organizaciones internacionales que considere convenientes; y 2), que el 

Comité funcionara como un mecanismo nacional del EPU con la incorporación de 

representantes de instituciones de la sociedad civil yemení dedicadas a los derechos humanos, 

y que dicho mecanismo asumiera la tarea de elaborar un plan para aplicar las 

recomendaciones del EPU y hacer un seguimiento de dicha aplicación. 

 B. Comisión Nacional de Investigación de Denuncias de Violaciones 

de los Derechos Humanos (recomendaciones 123.50, 123.51, 123.54, 

123.57, 123.58, 123.61 y 123.198) 

32. Esta Comisión se creó en virtud del Decreto del Presidente de la República núm. 140, 

de 22 de septiembre de 2012, sobre la formación de un comité para investigar las denuncias 

de violaciones de los derechos humanos cometidas en el Yemen en 2011. El decreto por el 

que se constituyó el comité se emitió al amparo de las disposiciones de la Iniciativa del Golfo 

y su mecanismo ejecutivo, la resolución 18/19 del Consejo de Derechos Humanos, de 2011, 

y las resoluciones pertinentes posteriores, así como las resoluciones del Consejo de Seguridad 

2051 (2012) y 2140 (2014). El 7 de septiembre de 2015, el Decreto del Presidente de la 

República núm. 140/2012 fue modificado mediante el Decreto del Presidente de la República 

núm. 13/2015, con arreglo al cual se constituyó la Comisión Nacional de Investigación de 

Denuncias de Violaciones de los Derechos Humanos acaecidas desde enero de 2011 hasta la 

restauración de los poderes del Estado en el conjunto del país. Posteriormente, el Presidente 

de la República promulgó decretos posteriores por los que se modificaban algunos artículos 

del decreto de creación de la Comisión y se prorrogaba la duración de su mandato. 

33. La Comisión ejerce las funciones que le otorga su mandato de conformidad con las 

normas internacionales y trabaja de forma independiente e imparcial. La Comisión 

desempeña un papel importante en la protección de los derechos humanos mediante la 

presentación de informes anuales detallados sobre sus actividades. En los últimos años, el 

Gobierno se ha esforzado por brindarle todas las facilidades y superar las dificultades para 

que la Comisión lleve a cabo su trabajo como mecanismo nacional independiente de 

investigación de todas las violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional 

humanitario. Se emitieron numerosas directivas presidenciales y gubernamentales a todos los 

organismos públicos, ministerios e instituciones para que cooperen plenamente con la 

Comisión, faciliten su trabajo y apliquen las recomendaciones emitidas en sus informes, 

contribuyendo así a promover y proteger los derechos humanos. 

34. Esta interacción y cooperación positivas se reflejaron en el desarrollo de las 

actividades de la Comisión en sus últimos informes y en el elogio constante que han recibido 

sus esfuerzos por parte del Consejo de Derechos Humanos, que recomendó que continuara 

su labor y que se le prestara apoyo técnico, entre otros en el informe A/HRC/42/33, de 2019, 

así como en el informe A/HRC/45/57, de 2020. Cabe aquí mencionar la [el proyecto de] 

resolución del Consejo de Derechos Humanos (A/HRC/54/L.28), que se publicó en el 

54º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos, en septiembre de 2023, y en la 

que se elogiaron los esfuerzos y la labor realizados por la Comisión Nacional de Investigación 
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para proteger los derechos humanos a pesar de las dificultades a las que se enfrentaba y se 

acogieron con satisfacción los progresos realizados en las visitas periódicas sobre el terreno 

realizadas en todo el Yemen, así como la mejora de la presentación de informes sobre 

diversos tipos de violaciones por todas las partes y se recomendó que se prestara apoyo 

técnico y técnico a la Comisión Nacional. Desde el inicio de su labor hasta la emisión del 

undécimo informe en agosto de 2023, la Comisión Nacional de Investigación de Denuncias 

de Violaciones de Derechos Humanos supervisó y documentó un total de 25.511 denuncias, 

de las cuales aproximadamente 23.230 fueron investigadas; el número total de víctimas 

investigadas fue de 48.866, y se escuchó a aproximadamente 124.878 víctimas, informantes 

y testigos, se revisaron 186.871 documentos y se remitieron 3.000 expedientes de violaciones 

de derechos humanos por todas las partes a la Fiscalía General, que a su vez encargó a un 

comité judicial, encabezado por un fiscal general superior de la Fiscalía General, la revisión 

de los expedientes. 

 C. El Consejo Supremo de Asuntos de la Mujer – Comité Nacional 

de la Mujer 

35. La Comisión Nacional de la Mujer fue establecida mediante el Decreto Ministerial 

núm. 97/1996, en aplicación de las decisiones de la Plataforma de Acción de Beijing, como 

mecanismo gubernamental nacional encargado de las cuestiones de la mujer en diversos 

ámbitos y de formular políticas, estrategias y planes para mejorar la condición de la mujer en 

las zonas urbanas y rurales, empoderarla y potenciar su papel. A ello siguió la promulgación 

del Decreto Ministerial núm. 68/2000, por el que se creó el Consejo Supremo de Asuntos de 

la Mujer, presidido por el Primer Ministro y compuesto por tres ministros, la jefa de la 

Comisión Nacional de la Mujer y su adjunta. El Gobierno trató de ampliar las competencias 

de la Comisión Nacional de la Mujer y del Consejo Supremo de Asuntos de la Mujer, y 

promulgó el Decreto del Presidente de la República núm. 25/2003 para reconstituir y 

organizar el Consejo Supremo de Asuntos de la Mujer y ampliar el número de ministros 

miembros a siete, más un viceministro, además de los jefes de las secciones de la Comisión 

en las provincias, seis personalidades femeninas representantes de organizaciones de la 

sociedad civil y del sector privado, mujeres activistas en cuestiones sociales y de derechos 

humanos, y la jefa de la Comisión y su adjunta. La Comisión Nacional de la Mujer es el 

órgano consultivo y ejecutivo del Consejo Supremo de Asuntos de la Mujer. La Comisión 

goza de personalidad jurídica y de autonomía financiera, y amplía su marco y sus 

competencias para garantizar la integración de las cuestiones de la mujer en las políticas 

públicas del Estado y mejorar la condición y la participación de la mujer en los ámbitos 

político, económico, social y cultural. También elabora informes nacionales sobre el grado 

de aplicación de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer (CEDAW) y la aplicación de la Declaración y la Plataforma de Acción de 

Beijing, en coordinación y cooperación con las autoridades competentes. 

36. El Gobierno trabajó en la preparación y aplicación de un plan estratégico quinquenal 

para el período 2023-2027 con el fin de establecer objetivos, medidas provisionales y áreas 

que deben abordarse y desarrollarse con la máxima prioridad, teniendo en cuenta las 

necesidades y el contexto general del Estado y del país. 

 D. Fondo de Bienestar Social 

37. Se creó en virtud de la Ley núm. 31/1997, de Bienestar Social, y su objetivo es 

contribuir eficazmente a aliviar el impacto y la gravedad de la pobreza. El Fondo se activó 

junto con la aplicación del programa de reforma financiera y administrativa y la supresión de 

las subvenciones a los precios de los productos básicos. El Fondo ejecutó varios proyectos, 

incluido uno de transferencia de efectivo de emergencia en virtud de la Ley de Bienestar 

Social, o Ley núm. 39/2008, modificada, después de que se suspendiera la prestación de 

asistencia especial a los beneficiarios del Fondo de Bienestar Social debido al conflicto. El 

UNICEF aceptó actuar como intermediario, con financiación y apoyo técnico del Banco 

Mundial, para apoyar y prestar asistencia especial a los beneficiarios del Fondo de Bienestar 

Social, que ascendían a 1,5 millones de familias. El Proyecto de Remesas de Emergencia se 
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puso en marcha debido a los conflictos armados en el país para proporcionar ingresos vitales 

a las familias más vulnerables con el fin de mantener una base mínima de protección social, 

y con el objetivo de devolver el Proyecto al Fondo de Bienestar Social cuando se den las 

condiciones adecuadas. 

 E. Comité Nacional Superior para el Bienestar de las Personas 

con Discapacidad – Fondo de Atención y Rehabilitación 

para Personas con Discapacidad 

38. El Comité Nacional Superior para el Bienestar de las Personas con Discapacidad fue 

creado mediante el Decreto del Presidente de la República núm. 5/1991. Está presidido por 

el Primer Ministro y la vicepresidencia la ocupa el Ministro de Asuntos Sociales, siendo sus 

miembros el Ministro de Sanidad y un grupo de subsecretarios y autoridades competentes. 

Se encarga de formular estrategias y una política general en relación con la atención y la 

rehabilitación de las personas con discapacidad, lograr su integración y su plena participación 

en la sociedad, coordinar los diversos órganos y organismos que trabajan en el ámbito de la 

atención a las personas con discapacidad, proponer legislación, evaluar los logros de cada 

órgano, fomentar iniciativas encaminadas a servir y atender a las personas con discapacidad, 

apoyar a las asociaciones civiles que trabajan en este ámbito y cooperar a nivel árabe y 

regional. Uno de los resultados de la labor del comité fue la creación del Fondo de Atención 

y Rehabilitación para Personas con Discapacidad, sobre la base de la Ley núm. 2/2002, que 

representó un salto cualitativo en lo que respecta a la prestación de servicios de rehabilitación 

y atención a las personas con discapacidad, y en cuanto a la adopción del concepto de 

empoderamiento. 

 F. Puesta en marcha de los programas de protección social 

en el Yemen 

39. Se trata de la activación del seguro social y su aplicación por la Autoridad General de 

Seguros y Pensiones, la Organización General de Seguros Sociales, la Dirección General de 

Jubilaciones y Seguridad Social (Interior) y el Departamento de Jubilaciones y Seguridad 

Social (Defensa), así como de la puesta en funcionamiento de la red de seguridad social y su 

entrada en vigor a través del Fondo Social para el Desarrollo, el Proyecto de Obras Públicas, 

el Fondo de Apoyo y Fomento de la Producción Agrícola y Piscícola, el Fondo de Bienestar 

Social, el Fondo de Financiación de Pequeñas Industrias y Empresas, el Programa Nacional 

de Desarrollo Comunitario y Familias Productivas, el Fondo de Atención y Rehabilitación 

de las Personas con Discapacidad y el Consejo Supremo para la Maternidad y la Infancia. 

 G. En lo que respecta al desarrollo de las políticas y las estrategias 

nacionales 

40. Con el fin de promover y garantizar el disfrute de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales, el Gobierno ha promulgado y puesto en marcha una serie de 

estrategias, entre otras, a guisa de ejemplo y sin ánimo de exhaustividad, las siguientes: 

• La Estrategia Nacional para el Desarrollo de la Educación Superior, cuyo objetivo es 

ampliar la matrícula en las universidades y otras instituciones de educación superior 

(Facultades comunitarias). 

• La creación del Consejo Superior de Calidad y Acreditación, para desarrollar la 

educación superior. 

• La puesta en marcha de la Estrategia de Nutrición 2022-2030. 

• La puesta en marcha de la Estrategia de Inmunización 2023-2025. 

• El lanzamiento de la Estrategia de Sistemas de Datos Sanitarios 2024-2028. 

• La puesta en marcha de la Estrategia Nacional de Salud Infantil y Adolescente 

2024-2030. 
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• La puesta en marcha del Plan Sectorial en la Educación 2024-2030. 

 H. Reforzar la independencia, el desarrollo de capacidades 

y la eficacia del poder judicial (recomendaciones 123.53, 

123.55, 123.56 y 123.62) 

41. El poder judicial constituye la base de la justicia en el Yemen y uno de los mecanismos 

nacionales más importantes para la protección de los derechos humanos y el logro de la 

equidad. De conformidad con la Constitución y la Ley del Poder Judicial, el poder judicial 

es una autoridad independiente. Durante el período examinado, el Gobierno realizó una 

intensa labor a fin de poner todos los medios, dentro de los recursos disponibles, para que 

volvieran a funcionar todos los tribunales y fiscalías en todas las provincias liberadas que 

estaban antes bajo control de las milicias huzíes, proporcionando los recursos materiales y 

afrontando los gastos necesarios para restaurar y reparar los edificios de las fiscalías y los 

juzgados, atender las necesidades operativas y los gastos necesarios para el trabajo, y 

garantizar que se siguieran desembolsando los sueldos de los trabajadores de las instituciones 

judiciales, tanto de los jueces como del personal administrativo. También se procuró dar 

atención continuada mediante la entrada en funciones del Instituto Superior de la Judicatura, 

adjudicándole una nueva sede en la capital provisional de Adén para recibir nuevas 

promociones que nutran la plantilla judicial con nuevos cuadros de personal joven. Se 

inauguró además un nuevo Centro de Medicina Legal.  

42. Se dictaron varios decretos para reforzar este enfoque, entre ellos los siguientes: 

• Decreto del Presidente del Consejo Presidencial de Liderazgo núm. 13/2022, con los 

nombramientos del Fiscal General de la República (Fiscal General), el Presidente del 

Tribunal Supremo y el Presidente de la Autoridad de Inspección Judicial. 

• Decreto del Presidente de la República núm. 21/2022, sobre la reconstitución del 

Consejo Judicial Supremo, por el que se nombra al presidente del Consejo Judicial 

Supremo y a los miembros del Consejo, incluida una jueza, que pasa a ocupar un 

puesto en el Consejo por primera vez en el Yemen. 

• Decreto del Presidente de la República núm. 22/2022, sobre la realización de 

determinados nombramientos en el poder judicial. 

• Decreto del Presidente del Consejo Presidencial de Liderazgo núm. 31/2022, por el 

que se designa a los graduados del Instituto Judicial Superior, 21ª y 22ª promociones, 

para ocupar plazas de juez suplente de los tribunales. El Consejo también dictó el 

Decreto del Presidente del Consejo núm. 156/2023, por el que se nombra al Fiscal 

General de la Jurisdicción Militar y al director del Departamento Judicial Militar. 

43. Durante el período comprendido entre septiembre y diciembre de 2023, el Consejo 

Judicial Supremo llevó a cabo una serie de traslados judiciales y ascensos de jueces que 

afectaron a tribunales y fiscalías en las provincias de Ta’iz, Shabwa, Abyan, Lahj, Al-Dhale’, 

Hadramaut, Mahra, Marib y Adén. Ello incluyó el nombramiento y traslado de jueces en 

tribunales de apelación y primera instancia y fiscalías, y el establecimiento de nuevas salas 

de apelación y de tribunales en algunas provincias para hacer frente a la multitud de casos y 

acelerar la resolución de estos, así como facilitar el acceso de los litigantes y las víctimas a 

la justicia. El Ministerio de Justicia está haciendo grandes esfuerzos para desarrollar y 

mejorar las instalaciones judiciales y poniendo los medios necesarios para que la labor 

judicial sea regular, mejore el rendimiento y la supervisión sea efectiva. 

44. A pesar de los limitados recursos y las circunstancias excepcionales, el Gobierno ha 

hecho grandes esfuerzos para garantizar que las víctimas tengan acceso a mecanismos de 

reparación eficaces y rápidos a través de las fiscalías, los tribunales judiciales y otros 

mecanismos nacionales. En las zonas liberadas hay un total de 145 fiscalías, 27 fiscalías de 

apelación y 117 fiscalías de primera instancia, distribuidas según su jurisdicción específica y 

espacial entre fiscalías, fiscalías financieras y fiscalías penales especializadas. Hay 

110   fiscalías generales, 13 fiscalías de la hacienda pública y 7 fiscalías penales 

especializadas. Del total de casos remitidos por todas estas fiscalías durante 2022, 15.218 
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casos se recibieron en las fiscalías de juzgados de primera instancia, 4.940 en las fiscalías de 

juzgados de apelación y 113 en las fiscalías de tribunales de casación. 

 I. Proceso de creación de una institución nacional de derechos 

humanos (recomendaciones 123.7, 123.9, 123.13 y 123.15) 

45. El Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, en cooperación con 

representantes de las dos cámaras del Parlamento y organismos gubernamentales, y en 

consulta con el poder judicial y las organizaciones de la sociedad civil, ha estado estudiando 

y elaborando propuestas para el establecimiento de una institución nacional independiente de 

derechos humanos de conformidad con los Principios de París de 1992 y las mejores 

prácticas, ha estudiado las experiencias regionales, especialmente las instituciones nacionales 

de los países árabes que han obtenido la categoría A, y también la legislación por la que se 

establecen y sus competencias como paso previo para el establecimiento de una institución 

nacional. 

46. El Ministerio está adoptando una propuesta para celebrar una conferencia 

internacional a finales de 2024, con la participación de organismos oficiales y no 

gubernamentales yemeníes y mecanismos internacionales y regionales de derechos humanos, 

con el fin de estudiar una proposición de ley para establecer una institución nacional 

independiente de derechos humanos, como paso previo a la presentación del proyecto de ley 

tanto al Consejo de Ministros como al Parlamento. 

 VI. Efectividad de los derechos humanos habida cuenta 
de las dificultades que impone el conflicto y las cargas 
propias del período de transición (recomendaciones 123.3 
a 123.5, 123.17, 123.23, 123.24, 123.27, 123.37 a 123.39, 
123.49, 123.63, 123.67, 123.68, 123.76, 123.83, 123.88, 
123.91, 123.93 a 123.96, 123.106 a 123.109, 123.111, 
123.114 a 123.116, 123.118, 123.119, 123.153, 123.181, 
123.182 y 123.195 a 123.197) 

47. Pese al éxito de los esfuerzos del Gobierno por recuperar el control sobre la mayoría 

de las provincias del país, la continua rebelión armada y el hecho de que cerca del 40 % de 

la población siga bajo el terror de las milicias, que desean someterla a su control golpista, ha 

creado una situación de constante agitación e inestabilidad, especialmente debido a las 

continuas campañas agresivas y expansionistas de las milicias golpistas sobre las zonas 

liberadas, incluso durante el período de tregua y alto el fuego, lo que ha llevado al deterioro 

de la vida diaria hasta generar casi un desastre humanitario y se ha traducido en la 

propagación de oleadas de desplazamientos y desalojos a nivel interno, muchos de los cuales 

constituyen desplazamientos reiterados, de cerca de dos millones de personas, que 

representan casi el 50 % de los más de cuatro millones de desplazados existentes en el país, 

algo que plantea además retos importantes en lo económico. 

48. En cuanto al abordaje de la crisis humanitaria, el 4 de enero de 2023, el Gobierno 

aprobó la actualización de la Política Nacional de Desplazamiento Interno y Desplazamiento 

Forzado como marco general nacional para tratar el tema del desplazamiento y la atención a 

los desplazados en las diferentes etapas del desplazamiento (antes y durante el 

desplazamiento y tras el retorno), para atender a quienes huyen de la opresión de la milicia 

huzí, asignando la responsabilidad de su implementación a la Dependencia Ejecutiva para los 

Desplazados y reafirmando los derechos de los desplazados, la protección de los cuales es 

responsabilidad del Gobierno. 

49. La Dependencia Ejecutiva para los Desplazados proporciona refugio de diversos tipos 

para las familias desplazadas internamente, y ha conseguido dar acogida a 84.304 familias 

desplazadas en campamentos durante 2022. La Dependencia colaboró con las autoridades 

locales para proporcionar tierras seguras y adecuadas para el establecimiento de 



A/HRC/WG.6/46/YEM/1 

GE.24-02903 13 

campamentos, proporcionando 646 emplazamientos, entre ellos 214 con títulos de propiedad 

legal. Ha establecido coordinación y acuerdos con el equipo de acción humanitaria dirigido 

por el Coordinador Humanitario de las Naciones Unidas para adoptar proyectos de medios 

de vida como parte del Plan de Respuesta Humanitaria 2023, del que se beneficiaron 

2.326 familias durante el primer semestre de 2022. 

50. La Dependencia coordinó con el Ministerio de Educación la colocación de 

406.755 estudiantes desplazados en escuelas gubernamentales, facilitó la inscripción de 

estudiantes que perdieron sus documentos durante el desplazamiento y la emisión de los 

documentos educativos requeridos, el establecimiento de 67 escuelas temporales en 

campamentos cerca de los cuales no hay escuelas, y el logro de soluciones permanentes 

alternativas al desplazamiento interno en forma de retorno voluntario o la residencia en otras 

zonas de desplazamiento o reasentamiento que dispongan de servicios y condiciones de 

seguridad. 

51. En el contexto del conflicto armado y sus enormes repercusiones humanitarias, y en 

coordinación con el Centro de Ayuda Humanitaria y Socorro Rey Salman, se ejecutó el 

Programa de Prótesis y Rehabilitación financiando la creación y el funcionamiento de cuatro 

centros en cuatro provincias (Aden, Marib, Hadramaut y Ta’iz). Las estadísticas totales 

correspondientes al período comprendido entre el 1 de enero de 2020 y el 31 de agosto 

de 2023 confirman la prestación de 166.703 servicios gratuitos a las víctimas, de los que se 

beneficiaron 51.370 personas; se adoptaron medidas de rehabilitación para 

36.347 beneficiarios, se colocaron prótesis en 7.914 víctimas y se dio mantenimiento a 

7.109 prótesis. 

52. Los datos e informes confirman que el 85,5 % de los casos son víctimas de minas; la 

milicia huzí es la única en utilizarlas, sembrándolas y distribuyéndolas por carreteras y 

granjas de forma indiscriminada y continua, dejando miles de víctimas, que se suceden 

continuamente. 

  En cuanto a los esfuerzos para facilitar el acceso a ayuda 

humanitaria y bienes comerciales 

53. Durante el período cubierto por el presente informe, el Estado prosiguió sus esfuerzos 

para reforzar la labor del Comité Superior de Socorro, creado mediante el Decreto 

núm. 22/2015 y modificado en 2016 para convertirse en una entidad institucional que 

representa a los organismos gubernamentales que se ocupan de facilitar la entrega de la 

ayuda. El Comité siguió adoptando el principio de descentralización de la labor humanitaria 

y de socorro para facilitar los esfuerzos realizados y la entrega de la ayuda a los beneficiarios 

sin demoras ni retrasos, y prosiguió la labor en relación con los corredores terrestres y 

marítimos que había diseñado para el tránsito de la ayuda y el transporte de mercancías 

comerciales (de los cuales hay 22), principalmente a través del puerto de Yizan debido a su 

proximidad geográfica de las zonas de salida para llegar a todas las provincias sin obstáculos, 

en asociación con organizaciones de la sociedad civil y para aprovechar las exenciones y 

facilidades proporcionadas por el Gobierno, así como el puerto de Mu’alla, en lo que respecta 

al Programa Mundial de Alimentos, al que se han concedido 4 ha en cada uno de los puertos 

yemeníes para construir almacenes en los que guardar materiales de acuerdo con las diversas 

normativas en la materia. 

54. En virtud de la responsabilidad pública de solicitar cooperación internacional y 

movilizar recursos y asistencia humanitaria, y en cooperación con socios regionales e 

internacionales, el Gobierno continuó organizando conferencias de donantes durante el 

período que abarca el informe para financiar el Plan de Respuesta Humanitaria. Desde 2012, 

los países donantes proporcionaron ayuda por un monto total real de 37.426.129.269 dólares 

de los Estados Unidos. Durante el período que abarca el informe, la asistencia ascendió a 

3.426.129.269 dólares. En 2019, fueron 3.635.579.634 dólares, en 2020, 1.999.842.954, en 

2021, 2.425.247.763, y en 2022, 1.087.946.637. De estas sumas se beneficiaron todas las 

provincias yemeníes sin discriminación ni excepción. 
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55. En el contexto del conflicto armado en curso desde septiembre de 2014, tras la 

formación de la Coalición Árabe para Apoyar la Legitimidad en el Yemen, y a petición del 

Gobierno, a principios de 2016 se llegó a un acuerdo con la Coalición Árabe para establecer 

un mecanismo de expertos independientes denominado Equipo Conjunto de Evaluación de 

Incidentes, para investigar las hostilidades de las que puedan ser víctimas accidentales civiles 

y no combatientes, con el objetivo de ofrecer un mecanismo de rendición de cuentas, 

reparación, resarcimiento y compensación en virtud de las normas internacionales de 

derechos humanos y del derecho internacional humanitario. El equipo está formado por 

representantes gubernamentales, expertos independientes y representantes de las fuerzas de 

la Coalición. La labor de este mecanismo se basa en investigar las denuncias de violaciones 

cometidas por el Gobierno y las fuerzas aliadas durante las operaciones bélicas. El Equipo 

Conjunto recibe informes del Gobierno a este respecto, y se está trabajando para desarrollar 

e intensificar la labor a este respecto. 

  En cuanto a la protección de las minorías, la garantía de la diversidad 

y la consolidación de los derechos de ciudadanía 

56. El Presidente del Consejo Presidencial de Liderazgo puso todo el empeño en reunirse 

personalmente con representantes de los ciudadanos bahaís yemeníes. Durante los 

encuentros, les reiteró la voluntad de la República del Yemen de promover la coexistencia, 

la tolerancia y la aceptación del otro, y de garantizar todos los derechos y libertades 

amparados a la totalidad de la ciudadanía de conformidad con la Constitución y la ley y en 

cumplimiento de las normas y textos de referencia internacionales en materia de derechos 

humanos, y también como parte de la gestión de la diversidad social y cultural. 

57. La reunión se celebró a raíz de la escalada de ataques de la milicia huzí contra los 

yemeníes bahaís, que han adquirido un carácter sistemático en los últimos nueve años, lo que 

incluye amenazas contra el derecho a la vida mediante injustas condenas a muerte, el 

desplazamiento forzoso de un gran número de ellos y el temor del Estado a la desaparición 

de la diversidad después de que la milicia huzí forzara a los ciudadanos bahaís yemeníes a 

emigrar. 

 VII. Esfuerzos para promover la educación en materia 
de derechos humanos 

58. Durante el período que se examina, los ministerios y los organismos encargados de 

hacer cumplir la ley llevaron a cabo cientos de mesas redondas, seminarios y cursos de 

formación para miembros de las instituciones militares y de seguridad con el fin de aumentar 

su concienciación y capacidad en el ámbito de los derechos humanos y el derecho 

internacional humanitario, mediante cooperación entre los Ministerios de Defensa, Interior y 

Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos y la Fiscalía General, y en asociación con 

organizaciones internacionales e instituciones locales de la sociedad civil, incluidos oficiales, 

suboficiales y miembros de la fiscalía. Se aseguró la celebración de estas actividades en 

varias provincias liberadas para llegar a un mayor número de destinatarios. 

59. Durante el período que se examina, se intensificó la cooperación entre el Ministerio 

de Justicia, la Fiscalía General, el Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos y la 

Comisión Nacional de Investigación de Denuncias de Violaciones de los Derechos Humanos 

para fomentar la capacidad en el ámbito de la promoción de un juicio con las debidas 

garantías y la prevención y la lucha contra los delitos de tortura y malos tratos. De ello se 

beneficiaron los jueces, los fiscales, los funcionarios judiciales y el personal de diversos 

centros de detención. También se reforzaron las garantías de los derechos humanos en las 

etapas de investigación y juicio, se combinaron mecanismos de inspección periódica y no 

anunciada de los lugares de detención y las cárceles y, paralelamente, la mejora de las 

competencias para modernizar las técnicas de investigación y enjuiciamiento de las 

violaciones de los derechos humanos. 
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60. También se prestó atención a la integración de las normas de derechos humanos en 

otros programas de formación especializada para oficiales y números de policía en los 

ámbitos de la lucha contra el blanqueo de dinero y la financiación del terrorismo, la lucha 

contra el delito de incitación al odio en el contexto de la lucha contra los delitos de prensa y 

en medios impresos y de distribución electrónica, y en la represión de los delitos de 

ciberseguridad y la evaluación de las pruebas obtenidas en las investigaciones conexas. 

61. Muchas instituciones de la sociedad civil locales que se ocupan de los derechos 

humanos y la asistencia humanitaria también participan activamente en la ejecución de 

programas de fomento de la capacidad basados en normas y objetivos de derechos humanos, 

en particular para los funcionarios públicos y los agentes del orden. El más destacado de estos 

esfuerzos fue la realización de varios cursos de formación en el marco del programa 

denominado “Fortalecimiento de la respuesta de emergencia para los agentes del orden”, 

dirigido a desarrollar su capacidad para preparar y reunir pruebas, y también de cursos de 

fomento de la capacidad para los secretarios de tribunales penales y las fiscalías, reforzándose 

así el derecho a litigar y a la reparación. 

62. Durante el mismo período, se prestó especial atención a la difusión de la cultura y la 

educación en materia de derechos humanos mediante la incorporación de los conceptos y 

valores de los derechos humanos en los planes y programas de estudios como parte del 

proceso educativo durante las etapas de educación básica y secundaria. Se están difundiendo 

ejemplos de actividades extracurriculares de formación y pedagógicas que, en sus etapas 

iniciales, se llevaron a cabo en algunas provincias, y se están mejorando en los últimos dos 

años mediante la preparación y producción de materiales audiovisuales y escritos y el 

suministro de manuales de orientación a los maestros, mentores y supervisores de las diversas 

actividades. 

 VIII. Esfuerzos para hacer efectivos los derechos económicos 
y sociales 

63. Durante los últimos años, los desafíos económicos y sociales, junto con la 

continuación del conflicto y el rechazo de las milicias huzí a todos los esfuerzos de paz y sus 

continuos ataques a instalaciones económicas vitales, además de la pandemia de COVID-19 

a principios de 2020, constituyeron un gran desafío que condujo a un agravamiento de la 

crisis humanitaria y que aumentó el sufrimiento del país y de todos los yemeníes. Ello impuso 

una pesada carga, que afectó a los esfuerzos del Gobierno y se tradujo en un retroceso del 

desempeño económico general, que volvió a agravarse con la crisis de Ucrania y los ataques 

de las milicias huzíes a los puertos de exportación de petróleo, dejando penosos impactos 

económicos y sociales, especialmente por los retos que plantean el manejo de las necesarias 

ayudas de socorro para los damnificados y la llegada de esta ayuda. 

  En cuanto al derecho a la alimentación, la lucha contra la pobreza 

y la protección social (recomendaciones 123.19, 123.64, 123.79 

a 123.82, 123.84 a 123.86, 123.89, 123.90, 123.97 a 123.99, 123.103, 

123.105 y 123.117) 

64. El país se enfrenta a múltiples obstáculos y desafíos relacionados con el suministro de 

alimentos suficientes y de calidad a la población, y hechos como la malnutrición y el deterioro 

de la seguridad alimentaria constituyen el desafío más acuciante en el país a resultas de las 

repercusiones del golpe de estado de la milicia huzí y sus continuos ataques a las cadenas de 

suministro de alimentos y a los bienes comerciales. La malnutrición es uno de los factores 

más destacados que causan el deterioro de la situación sanitaria y la propagación de las 

enfermedades crónicas, las enfermedades diarreicas, el sarampión y las infecciones 

respiratorias. 

65. El abordaje de estos factores depende del aumento de la respuesta para atender las 

necesidades alimentarias en cantidad y calidad, además del desarrollo de los servicios de 

salud, agua y saneamiento. La respuesta a estas necesidades depende de la disponibilidad de 
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un adecuado apoyo humanitario internacional, habida cuenta de los limitados recursos 

financieros con que cuenta el Estado. 

66. El Ministerio de Salud Pública y Población ha desarrollado la Estrategia Nacional de 

Intervención Nutricional 2022-2030 para adoptar políticas prioritarias con las que abordar la 

crisis de malnutrición y promover la debida atención al derecho a la alimentación en el 

contexto de los planes nacionales de desarrollo. El Ministerio de Planificación y Cooperación 

Internacional y el Ministerio de Salud Pública y Población están realizando importantes 

esfuerzos, en colaboración con los socios regionales e internacionales del Yemen y las 

organizaciones de las Naciones Unidas, para promover la aplicación del Programa de Gestión 

Comunitaria Integrada de la Malnutrición Aguda. 

67. Con el fin de apoyar la aplicación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, el 

Consejo de Ministros promulgó decenas de decretos dirigidos a reduplicar los esfuerzos y los 

recursos para aplicar el plan a nivel nacional, prevenir los riesgos y hacer frente a los efectos 

de los desastres y las crisis humanitarias que obstaculizan la aplicación de los planes (véase 

el anexo 3). 

68. Con el fin de mejorar la transparencia y la rendición de cuentas, se reconstituyeron las 

comisiones esenciales en las dependencias de la Función Pública de conformidad con la ley, 

a saber, las comisiones de licitaciones públicas, las comisiones de inversión, las comisiones 

de asuntos del personal funcionario, las juntas disciplinarias, los tribunales médicos, y se 

constituyó una comisión para inventariar los activos y propiedades de las instituciones de 

seguros, sus capitales financieros y proyectos de inversión y la estimación de sus bienes 

muebles. También se fomentó la capacidad de las autoridades locales, en cooperación con el 

Fondo Social para el Desarrollo y en el marco del proyecto “Rehabilitación de las 

instituciones locales para la recuperación y la reconstrucción”, financiado por el Fondo para 

Oriente Medio y África del Norte del Banco Islámico de Desarrollo, un programa centrado 

en las provincias de Hadramaut, Ta’iz, Lahj, Marib, Shabwa, Mahra y Abyan, como primera 

fase de un plan estratégico. 

69. Con el fin de mejorar la transparencia y la accesibilidad, se estableció una plataforma 

electrónica, en colaboración con el Fondo Social para el Desarrollo, para introducir planes 

estratégicos, en cooperación con el Fondo Social y el Ministerio de Planificación y 

Cooperación Internacional. Ello se hizo para preparar el marco general de desarrollo local, 

terminar la puesta en marcha de un sistema electrónico para evaluar la recaudación de 

recursos y realizar el seguimiento de la aplicación del Proyecto de Refuerzo de la Resiliencia 

Institucional y Económica del Yemen (SIERY), implementado por el Programa de las 

Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) con financiación de la Unión Europea y en 

colaboración con el Ministerio de Administración Local. 

  En lo que respecta al derecho a la salud (recomendaciones 123.19, 

123.42, 123.87, 123.92, 123.98, 123.100, 123.102, 123.104, 123.107, 

123.109, 123.110, 123.112 y 123.113) 

70. El Gobierno ha hecho todo lo posible para reducir los riesgos sanitarios inminentes 

para la vida de la población en el contexto de la pandemia de COVID-19, y ha tomado 

medidas preventivas y cautelares para limitar la propagación de la pandemia y minimizar los 

efectos de esta y sus repercusiones sanitarias, psicológicas, sociales y económicas, 

incluyendo numerosas medidas excepcionales. Se formó un comité de emergencia bajo la 

presidencia del Primer Ministro para hacer frente a la pandemia por coronavirus 

(COVID-19). El comité emitió varias directivas, incluyendo en relación con los períodos de 

cierre de puntos de venta y mercados, y emitió una guía que contenía todas las instrucciones 

para todos los organismos gubernamentales según su jurisdicción, dictando instrucciones 

para regular la entrada y salida de los puertos yemeníes. El Gobierno identificó centros de 

aislamiento en las provincias, y preparó una guía para el funcionamiento de estos centros. 

71. Las medidas del Gobierno incluyeron la mejora de la concienciación en todas las 

comunidades locales, en cooperación con las instituciones locales de la sociedad civil y los 

centros educativos de las provincias; la adquisición de vacunas preventivas y medios 

auxiliares de protección; la exhortación a los ciudadanos a vacunarse; la concienciación sobre 
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la importancia de la vacunación; la introducción de centros especiales de vacunación en todas 

las provincias; el establecimiento de centros de aislamiento, la facilitación del acceso a estos, 

y la provisión de medios para transportar a las personas infectadas, o presuntamente 

infectadas, hasta dichos centros en la medida de lo posible. 

72. El Ministerio de Enseñanza y Educación Superior ha puesto en marcha una serie de 

medidas profilácticas consistentes en espaciar y distribuir la actividad oficial en tres turnos 

en lugar de dos, y garantizar la continuidad del proceso lectivo durante los picos de las 

oleadas de contagios, impartiendo parte de la carga lectiva a través del canal de TV educativo, 

así como a través de plataformas electrónicas, debido a la deficiente red de comunicaciones. 

En cooperación con socios internacionales, proporcionó herramientas de protección como 

esterilizadores, mascarillas y guantes, preparó una guía sobre las medidas profilácticas frente 

a la COVID-19, organizó una campaña de retorno seguro a la escuela en cooperación con el 

Banco Islámico y el Fondo Social para el Desarrollo, y elaboró un plan de formación del 

personal educativo a fin de mejorar su capacidad para hacer frente a la pandemia. 

73. Gracias a la gran colaboración existente entre el Ministerio de Sanidad, las 

organizaciones de las Naciones Unidas y el apoyo de los donantes, encabezados por el Banco 

Mundial, el sistema sanitario se salvó del colapso e incluso mejoró en muchos aspectos. 

Según datos del seguimiento de los recursos y servicios sanitarios, el estado operativo de los 

centros sanitarios mejoró desde 2020, y el porcentaje de centros plenamente operativos pasó 

del 51 % ese año al 60,5 % a finales de 2023. 

74. A fin de dar a la efectividad del derecho a la salud y a la asistencia médica la atención 

y la prioridad que merecen, el Consejo del Ministerio de Sanidad decidió, a principios 

de 2023, unificar la responsabilidad de la gestión de la información sanitaria en el seno de la 

Dirección General de Información e Investigación Sanitarias, para lo que se puso en marcha 

la plataforma oficial de información sanitaria para la mayoría de los servicios sanitarios 

prestados en los establecimientos sanitarios, tras adoptar y adaptar una plataforma digital 

para implementar el Sistema de Información Sanitaria por Distritos (DHIS2), formar a los 

equipos encargados de los sistemas de información, elaborar y poner en marcha el Plan 

Estratégico del Sistema de Información Sanitaria 2024-2028, crear la infraestructura técnica 

y administrativa de la Dirección General de Información e Investigación, y establecer nuevas 

oficinas administrativas de información. 

75. En cuanto a la vacunación infantil básica, el Ministerio de Sanidad puso en marcha 

las campañas necesarias, entre las que destaca la campaña de vacunación contra la 

poliomielitis entre menores de 5 años, que se suministró a casi 1,3 millones de niños. 

Igualmente, se inmunizó a 1.267.082 niños contra el sarampión y la rubéola en septiembre 

de 2023. El programa de lucha contra la malaria, y el suministro de los medicamentos 

necesarios para combatirla, llegó a 514 centros de salud de 127 distritos seleccionados. Se 

puso en marcha la campaña de sensibilización para combatir el dengue en 24 distritos 

seleccionados, y se distribuyeron cerca de un millón de mosquiteras protectoras e 

impregnadas para proteger a 2 millones de ciudadanos en 35 distritos seleccionados. 

76. El Ministerio de Salud, animado por su determinación de sacar provecho de las 

experiencias internacionales obtenidas asistiendo a diversas conferencias internacionales y 

regionales, trabaja actualmente para implantar un sistema de salud integrado que proporcione 

una atención integral. 

77. En cuanto al derecho a la vivienda, las condiciones excepcionales que atraviesa el país 

desde el golpe de Estado de la milicia huzí en septiembre de 2014 afectan al disfrute del 

derecho a la vivienda de la población en dos aspectos: en primer lugar, la milicia se ha 

apoderado de bienes inmuebles como tierras y viviendas de civiles, ya sea a través de las 

bandas de milicianos que se apoderan de ellos y expulsan a sus residentes y propietarios para 

usarlos en beneficio propio, ya mediante la enajenación de algunos de estos bienes para 

obtener fondos con los que financiar sus actividades bélicas. Ello elevó el número de 

desplazados en las zonas bajo su control a cerca de 1,5 millones. El segundo aspecto tiene 

que ver con el desplazamiento de más de 3 millones de personas de esas zonas a las provincias 

liberadas que estaban en poder de la milicia huzí y que han pasado al control del Gobierno 

legítimo, algo que supone una carga enorme para las autoridades y las instituciones asociadas. 
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78. Muchas de las provincias liberadas que están en contacto con zonas controladas por 

las milicias siguen bajo la amenaza constante de ataques de las milicias, lo que lleva a los 

residentes a desistir de la construcción o la adquisición de nuevas viviendas, limitando las 

oportunidades de crecimiento urbano. 

79. El Gobierno se ha esforzado por brindar la asistencia necesaria a los desplazados 

internos en las provincias liberadas, ya sea ayudando a proporcionar viviendas alternativas 

cuando están disponibles, prestando asistencia para la construcción y el mantenimiento de 

refugios temporales con materiales sencillos, ofreciendo tiendas de campaña equipadas para 

resistir los cambios meteorológicos y climáticos, o prestando asistencia para apoyar el refugio 

construido por algunos desplazados internos con otras herramientas. 

  En lo que hace al derecho a la educación (recomendaciones 123.19, 

123.42, 123.87, 123.92, 123.98, 123.100, 123.102, 123.104, 123.120 

a 123.127 y 123.199) 

80. El Gobierno sigue brindando educación gratuita en todos los niveles de la enseñanza 

básica, secundaria y universitaria a todos los ciudadanos en igualdad de condiciones. Durante 

el período que abarca el informe, el Gobierno prosiguió sus esfuerzos para proporcionar 

libros de texto, elaborar planes y programas de estudio, ofrecer ciclos de formación para los 

profesores y el personal docente, brindar un mantenimiento completo de las instalaciones 

científicas y educativas y restaurar las destruidas por la milicia huzí durante sus ataques. 

81. Habida cuenta de las repercusiones del conflicto armado, a fin de luchar contra los 

fenómenos del abandono escolar y de los niños sin escolarizar, se creó el Departamento 

General de Educación de Recuperación y se institucionalizó para prestar servicios de 

educación y protección a los niños que abandonan los estudios y a los niños que no están 

matriculados en las clases de educación acelerada, con el objetivo de integrarlos en la 

educación general. El Gobierno ha prestado especial atención a la educación profesional y 

técnica para satisfacer la necesidad de las familias menos favorecidas de dar empleo a los 

hijos para que generen medios de sustento. También ha abierto escuelas especiales para niñas 

y sigue inaugurando centros adicionales especializados en alfabetización y educación para 

adultos. 

82. Como parte de los esfuerzos para prevenir el abandono escolar, el Ministerio de 

Educación ha eximido a los alumnos y alumnas del uso de los uniformes escolares, ha 

proporcionado educación de apoyo y clases de recuperación a los niños que corren el riesgo 

de abandonar los estudios, ha proporcionado mochilas escolares a los alumnos, en 

cooperación con asociados internacionales, y ha ofrecido raciones escolares a los alumnos, 

en cooperación con el Programa Mundial de Alimentos (PMA). 

83. En el ámbito de la educación de las niñas, el Ministerio de Educación, en cooperación 

con socios internacionales, ha abierto escuelas especiales para niñas, puesto en marcha 

programas de medios de subsistencia para apoyar la educación de las niñas de las zonas 

rurales ofreciendo incentivos en efectivo condicionados al compromiso de las familias de 

educar a sus hijas, ha proporcionado cestas de alimentos para apoyar a estas familias, y ha 

asignado maestras rurales que son graduadas de secundaria y universitarias, y que se 

inscribieron y graduaron previamente en programas de habilitación docente. 

84. En lo que respecta al refuerzo de las iniciativas de alfabetización y educación para 

adultos, el Ministerio de Educación, a través de la “agencia de alfabetización”, aplica el 

programa “medios de subsistencia”, que se amplía para incluir también la habilitación en 

algunos ámbitos profesionales cuyas destinatarias son las familias, como los programas de 

costura y tricotado, para ayudarles a generar medios de vida, reforzándose así el programa 

trienal de resiliencia rural, que cuenta con el apoyo de la Unión Europea y la Agencia Sueca 

de Cooperación Internacional para el Desarrollo (ASDI), y la supervisión del Programa de 

las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), y que se ejecuta en colaboración con la 

Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) y el Programa Mundial de Alimentos (PMA). 

El Gobierno está trabajando para reactivar el sector de la alfabetización mediante la apertura 

de nuevos centros de educación para adultos y la contratación de profesores. 
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85. Se firmó un protocolo de “escuelas seguras” y se trabaja en el desminado de escuelas 

e instituciones educativas y en la formación sobre el manejo de materiales peligrosos. En el 

Ministerio de Educación se creó una unidad de “educación inclusiva” para proporcionar 

servicios educativos a niños con discapacidad. El Ministerio de Educación creó el 

Departamento General de Educación de Recuperación y Segunda Oportunidad para niños y 

niñas no escolarizados, y pudo ofrecer en cierta medida educación comunitaria y educación 

acelerada a niños de 6 a 15 años. 

86. El Gobierno se ha esforzado por abordar y resolver las repercusiones negativas del 

conflicto, principalmente proporcionando educación a los alumnos de familias desplazadas, 

suministrándoles nuevos boletines académicos a fin de garantizar su incorporación al proceso 

educativo, y permitiendo que se acojan al programa de educación de recuperación para que 

los que perdieron con anterioridad su oportunidad educativa puedan reincorporarse a su 

generación como beneficiarios del proceso educativo. También se organizó formación de 

docentes para que los profesores desplazados reanudaran su trabajo en las provincias 

liberadas. Igualmente, se integró en la educación a los niños refugiados de Somalia y Etiopía 

mediante la creación de una unidad pedagógica independiente con la que brindar educación 

a los refugiados hasta que se les reconozca su derecho a la educación. 

 IX. Promoción de los derechos de los grupos más 
desfavorecidos 

87. En cuanto a la promoción de los derechos de los grupos más necesitados de atención 

y a la vista de la agitación económica y social resultante del continuado vuelco de la legalidad 

perpetrado por la milicia huzí, las penalidades de los grupos más vulnerables están 

aumentando, especialmente entre los desplazados, así como entre amplios sectores de la 

población que necesitan ayuda de emergencia para satisfacer sus necesidades vitales ante las 

consecuencias humanitarias del conflicto que no cesa y de los ataques terroristas de la milicia 

huzí contra los puertos desde los que se exporta el petróleo. 

88. A pesar de estos desafíos, el Gobierno trabajó durante el período que abarca el examen 

para promover los derechos de la mujer y las políticas dirigidas a cumplir el objetivo del 

empoderamiento político y social de la mujer. 

 A. En la esfera de los derechos de la mujer (recomendaciones 123.21, 

123.44, 123.48, 123.50, 123.76, 123.98, 123.127 a 123.148, 123.154, 

123.168, 123.191, 123.192 y 123.199 a 123.201) 

  En lo que respecta al empoderamiento político de las mujeres 

89. Durante los últimos cuatro años, el Gobierno ha trabajado para promover la 

participación política de la mujer como objetivo clave de su labor, a fin de que las mujeres 

asuman puestos de adopción de decisiones en el ejecutivo y en el poder judicial, así como 

para aumentar la presencia de mujeres en sus órganos e instituciones de dirección, y trabaja 

sin descanso para incrementar la proporción de mujeres en puestos de liderazgo de alto nivel, 

como se puso de manifiesto en la adopción de muchas decisiones en virtud de las cuales se 

designó a mujeres para ocupar puestos directivos. Se nombró por primera vez a una 

mujer miembro del Consejo Superior de la Judicatura y a ocho juezas para ocupar plazas en 

el Tribunal Supremo, de conformidad con el Decreto núm. 155/2023 del Consejo 

Presidencial de Liderazgo, relativo al nombramiento de jueces. Otra mujer fue destinada a la 

Oficina del Fiscal General de la República. Hay 271 mujeres que son juezas y juezas adjuntas, 

y 37 abogadas del Estado. En las oficinas ejecutivas de los ministerios, departamentos 

gubernamentales y provincias trabajan decenas de mujeres, como parte de los planes, 

programas y proyectos en curso destinados a mejorar la capacidad para promover el 

componente de género. 
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90. En lo que respecta a la educación, el Gobierno ha adoptado políticas encaminadas a 

reducir la brecha de género en la educación, en cumplimiento del artículo 54 de la 

Constitución, y para hacer efectivos los derechos de ciudadanía, y ha adoptado planes 

especiales para incentivar a las niñas y a sus familias para que accedan a la educación y 

prevenir así la deserción escolar, en particular en las zonas rurales. La Federación de Mujeres 

del Yemen está intensificando sus esfuerzos para garantizar la salud reproductiva y 

concienciar a las madres sobre la importancia del control de la natalidad y los riesgos para la 

salud asociados a esta. 

91. El Gobierno está trabajando para satisfacer las necesidades en lo relativo a acelerar el 

ritmo de cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del Convenio para la 

Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena, y se está 

avanzando en el refuerzo de la actividad del Departamento Especial de Protección de la 

Familia, del Ministerio del Interior, que está integrado por mujeres que son mandos 

policiales, y que son quienes reciben las denuncias y quejas presentadas por mujeres, incluso 

si dichas denuncias lo son contra maridos, hermanos o la familia en general. 

92. El Gobierno y sus asociados de las instituciones de la sociedad civil están trabajando 

en la creación sistemática de capacidad en el ámbito de la aplicación de la resolución 1325 

(2000) del Consejo de Seguridad y las resoluciones posteriores sobre la protección de las 

mujeres en los conflictos armados y la mejora de su papel en el establecimiento de la paz. 

Las actividades se centran en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los 

Refugiados de 1951, en coordinación con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Refugiados (ACNUR), así como en las modalidades de concienciar y aplicar el Protocolo 

Adicional I a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la Protección de las Víctimas de 

los Conflictos Armados. El Gobierno elaboró un plan nacional para la mujer, la seguridad y 

la paz, en aplicación de la resolución del Consejo de Seguridad conexa y en asociación con 

los organismos gubernamentales y las organizaciones de la sociedad civil pertinentes. El plan 

se propone proteger a la mujer durante los conflictos y con posterioridad, y reforzar su 

participación en el desarrollo económico y social. 

93. En lo que respecta a la lucha contra los delitos de violencia sexual, el Gobierno 

concede gran importancia al refuerzo de la capacidad de los mecanismos de vigilancia, 

denuncia y reparación, además de prestar apoyo a las víctimas de la violencia sexual, en 

particular a través de la Federación de Mujeres Yemeníes, el establecimiento de redes con 

las fiscalías, el fortalecimiento de la respuesta de los tribunales para lograr justicia y 

reparación, el apoyo al Fondo de Asistencia Jurídica mediante la asignación de abogados 

cualificados para prestar asistencia legal, en coordinación con los colegios de abogados de 

las distintas provincias, la prestación de apoyo jurídico por parte de las filiales de la 

Federación de Mujeres Yemeníes en las provincias y la puesta en marcha de la casa refugio 

para mujeres maltratadas creado por la Federación en Ta’iz. 

94. Con respecto a la protección de las mujeres contra la violencia y a su 

empoderamiento económico, el Gobierno ha adoptado las siguientes medidas: el 

establecimiento de dos centros de rehabilitación para mujeres maltratadas en las provincias 

de Ta’iz y Marib; charlas de concienciación sobre la seguridad y la paz durante los conflictos 

armados; la elaboración de un manual sobre procedimientos operativos estándar comunes 

para proteger y empoderar económicamente a las mujeres y niñas expuestas a la violencia en 

el Yemen; la celebración de charlas de concienciación sobre la COVID-19 dirigidas a 

mujeres y niños; y el suministro de equipos y materiales de protección. En 2023, un total 

de 79.998 servicios de sensibilización sobre la eliminación de la violencia de género se 

ofrecieron a mujeres y 5.484 a niñas. 

 B. En lo que respecta a los derechos del niño (123.44, 123.48, 123.50, 

123.76, 123.98 y 123.149 a 180) 

95. El Gobierno se ha esforzado por promover los derechos del niño, incluso en el ámbito 

de la justicia juvenil, mediante el establecimiento en agosto de 2022 de un sistema de justicia 

juvenil bajo la supervisión del Ministerio de Justicia, la puesta en marcha de la 

Administración General de la Infancia y de Bienes de Menores en el sector de los tribunales 
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y la documentación, y la promulgación del Decreto Ministerial núm. 15/2019, por el que se 

estableció el comité técnico del proyecto Sistema de Justicia Juvenil, un comité en el que 

estaban representados los Ministerios de Justicia, Interior, Asuntos Sociales y Trabajo, 

Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, Educación y Sanidad, además del Comité Nacional 

de la Mujer, la Federación de Mujeres Yemeníes, el Fiscal General y las organizaciones de 

la sociedad civil. También se llevaron a cabo cuatro cursos de capacitación para agentes del 

orden especializados en justicia juvenil. Se crearon centros infantiles (cuatro refugios y 

cuatro centros de acogida) para prestar diversos servicios a los niños, incluida atención 

psicológica, en el marco del Proyecto Espacios Amigables; del proyecto se beneficiaron 

1.227 niños. 

96. El Gobierno ha puesto el mayor celo en aplicar medidas operativas para promover los 

derechos humanos y prevenir el reclutamiento de niños soldados, lo que llevó a que el nombre 

del Yemen fuese retirado del informe 2021 del Secretario General de las Naciones Unidas 

sobre los niños y los conflictos armados (A/76/871–S/2022/493), gracias a los progresos 

realizados por el Gobierno en la aplicación del Plan de Acción de 2014 y la Hoja de Ruta 

de  2018, firmadas ambas entre el Gobierno y las Naciones Unidas, así como a la 

promulgación de una serie de decretos, entre los que destacan por su importancia: 

• La excelente aplicación de sendos decretos ministeriales, a saber, el núm. 91/2018 y 

el núm. 109/2018, en los que el Gobierno volvió a comprometerse con lo acordado 

en 2014 en relación con la formación del Comité Técnico Conjunto para la Prevención 

del Reclutamiento de Niños por todos los organismos gubernamentales pertinentes. 

• La Orden del Mando Supremo de las Fuerzas Armadas (2.Q.A/12) de 2020 sobre la 

prevención del reclutamiento de menores de 18 años en las Fuerzas Armadas, y en la 

que se dispone que cualquier infracción se remita a la justicia militar. 

• Como parte del programa de visitas sobre el terreno a zonas militares y de seguridad 

durante el período de examen, que se centró en zonas y ejes militares y de seguridad, 

se distribuyeron 600 copias de documentos normativos y órdenes militares a altos 

mandos militares y de seguridad de primer y segundo rango. Entre ellas hay 

instrucciones de los Ministros de Defensa y del Interior que se centran en la promoción 

de los derechos humanos y la observancia del derecho internacional humanitario. 

• Se nombraron 80 puntos focales y 41 enlaces de protección de la infancia en todas las 

unidades militares y de seguridad y en todas las formaciones militares, al amparo de 

la directiva núm. 157 del Ministro de Defensa de fecha 14 de noviembre de 2022. 

También se impartieron tres cursos de formación para puntos focales, se celebraron 

4 reuniones de los miembros del Comité Técnico Conjunto y 14 reuniones del cuarteto 

formado por el Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos y los 

Ministerios de Defensa, Interior y Asuntos Sociales y Trabajo. 

• La Unidad de Protección de Menores del Ministerio de Asuntos Sociales y Trabajo se 

incorporó a la Sala de Operaciones Conjuntas y su labor se amplió al resto de 

departamentos de denuncias, informes y justicia militar. 

 C. Derechos de las personas con discapacidad 

97. El Gobierno sigue aplicando políticas para garantizar los derechos de las personas con 

discapacidad recogidos en los instrumentos internacionales pertinentes. Se han llevado a cabo 

actividades relacionadas con el desarrollo y la formulación de políticas nacionales orientadas 

a empoderar a las personas con discapacidad; entre ellas, la capacitación del personal 

pertinente de las instituciones gubernamentales en el trato a las personas con discapacidad y 

la celebración de seminarios para estudiar formas de cumplir los objetivos. 

98. Se puso en marcha el Fondo de Atención y Rehabilitación para Personas con 

Discapacidad a fin de cumplir los objetivos y ejecutar los planes de atención y rehabilitación 

de este importante segmento de la población. El Fondo ha asumido numerosas tareas, 

especialmente la prestación de asistencia financiera y en especie a los beneficiarios, tanto de 

manera directa como a través de las instituciones de la sociedad civil con las que trabajan, y 

la realización de actividades, entre las que se incluyen programas de rehabilitación. 
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99. Se ha reforzado la labor de seguimiento y evaluación de los distintos servicios 

prestados a las personas con discapacidad en el marco de los esfuerzos realizados para 

implementar la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Asimismo, se trabaja en la 

publicación de un diccionario nacional de lengua de señas, junto con el decreto aprobado por 

el Consejo relativo a la actualización y digitalización del Diccionario de Lengua de Señas 

Árabe para Sordos, una herramienta pensada para facilitar la comunicación entre las personas 

sordas de todos los países árabes. Se ha brindado apoyo a un proyecto para construir un 

hospital para personas con discapacidad, con los equipos médicos y terapéuticos necesarios, 

mediante un decreto del Consejo de Ministros por el que se aumentaban las aportaciones 

al Fondo de Atención y Rehabilitación para Personas con Discapacidad correspondientes al 

año 2022, un fondo que pasó a tener 24.888 beneficiarios en 2023, frente a los 

15.498 registrados el año anterior. 

100. En cuanto a los derechos de los refugiados, a pesar de los numerosos desafíos a los 

que se enfrenta el país, habida cuenta del conflicto armado en curso, el Gobierno está 

determinado a respetar y cumplir sus obligaciones contraídas en virtud de la Convención 

sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967 y de otros instrumentos 

pertinentes. El Estado tiene una gran responsabilidad ante la continua afluencia de refugiados 

procedentes de los países vecinos. Hay más de un millón de refugiados en el país que son 

tratados de acuerdo con las leyes nacionales en las mismas condiciones que los ciudadanos 

yemeníes. La mayoría de ellos proceden del Cuerno de África, especialmente del Estado 

hermano de Somalia y de Etiopía. 

101. Las autoridades cooperan estrechamente con la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Refugiados y trabajan para integrar la coordinación y la acción 

conjunta sobre cuestiones de refugiados en los programas de desarrollo general del Estado y 

en los programas de desarrollo para las provincias afectadas por el asilo y la migración mixta. 

 D. Lucha contra la trata de personas (recomendaciones 123.69 

a 123.78 y 123.151) 

102. El Yemen ha cumplido sus obligaciones contraídas con la ratificación de la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, el 

Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución 

Ajena, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes, la Convención sobre los Derechos del Niño y el Convenio sobre la Abolición 

del Trabajo Forzoso. 

103. El Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos se ha puesto en contacto con 

los ministerios y organismos pertinentes con objeto de preparar una estrategia nacional para 

combatir la trata de personas. Asimismo, ha aprobado el Programa de Protección de la 

Infancia contra la Trata y ha reactivado la labor del Comité Técnico Nacional de Lucha contra 

la Trata de Personas, creado en virtud del Decreto Ministerial núm. 6/2013. 

 X. Derechos y libertades civiles 

104. A pesar de los desafíos que plantea el golpe de Estado de la milicia huzí, sus continuos 

ataques armados y sus violaciones sistemáticas de los derechos humanos fundamentales, el 

Gobierno legítimo prosigue con sus esfuerzos para promover y proteger los derechos y 

libertades consagrados en la Constitución y en la legislación aplicable, al tiempo que trata de 

mejorar los medios de aplicación de forma coherente con las normas internacionales de 

derechos humanos, a la espera de que se restablezca la estabilidad y se alcance la paz y de 

que se actualice la legislación nacional de forma que se ajuste a las obligaciones 

internacionales en materia de derechos humanos. 
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  Limitación de la pena de muerte y erradicación de las detenciones 

arbitrarias, la tortura y las desapariciones forzadas 

(recomendaciones 123.29, 123.30, 123.32, 123.34, 123.35, 123.41, 

123.45, 123.46, 123.59, 123.60, 123.65 y 123.101) 

105. El Gobierno se ha comprometido a proteger el derecho a la vida y, si bien la pena de 

muerte está admitida en la ley, el poder judicial se ha asegurado de limitar su aplicación en 

la práctica a los delitos más graves. Por su parte, el poder ejecutivo concede gran importancia 

a restringir al máximo la ejecución de sentencias judiciales firmes por las que se impone la 

pena de muerte. 

106. La ley contempla múltiples garantías en lo relativo a las sentencias firmes de pena de 

muerte, puesto que este castigo se impone esencialmente a quienes cometan los delitos que 

atentan contra el derecho a la vida, no se aplica a los menores de 18 años ni a los mayores 

de 70, y es recurrible. Así, para dictar una sentencia firme de pena de muerte se ha de haber 

recurrido la sentencia de la primera instancia y se ha de contar con la unanimidad de los 

magistrados del tribunal. Además, la sentencia no se ejecutará si no la ratifica el Presidente 

de la República. 

107. Por otro lado, la milicia huzí sigue vulnerando el derecho a la vida: desde finales de 

septiembre de 2014 hasta finales de diciembre de 2023 se han documentado 14.032 víctimas, 

300 de ellas ejecutadas mediante sentencias sumarias impuestas por tribunales ilegales sin 

las mínimas garantías procesales. Habida cuenta de la situación, existe el riesgo de que 

aumente de forma drástica el número de víctimas condenadas sin juicio justo, pues los 

tribunales huzíes han sentenciado a muerte a 4.300 personas, cuyas vidas corren grave 

peligro. 

  Lucha contra la detención arbitraria y los delitos de tortura 

y malos tratos 

108. Durante el período que abarca el informe, el Gobierno ha intensificado su labor 

orientada a aplicar las leyes pertinentes en cumplimiento de las normas internacionales de 

derechos humanos. La Administración Penitenciaria, que depende del Ministerio del Interior, 

es por ley la principal autoridad competente en la gestión de las prisiones, mientras que la 

Fiscalía desempeña una importante función de supervisión y coordinación con respecto a la 

garantía de la legalidad de las detenciones. La Fiscalía cuenta con una unidad especializada 

en prisiones, dirigida por un juez que depende directamente del Fiscal General. Se han 

asignado fiscales en cada provincia que se encargan de garantizar la legalidad de todas las 

detenciones, hacer un seguimiento de la aplicación de las decisiones de excarcelación, 

supervisar las condiciones de detención, atender las reclamaciones e investigar cualquier 

posible denuncia o violación. 

109. El Gobierno ha concedido gran importancia a reforzar los sistemas de justicia penal, 

administrar justicia y ofrecer reparación poniendo en marcha el trabajo de los fiscales y los 

tribunales en las distintas provincias liberadas, dotándolos de los medios necesarios para 

llevar a cabo tal labor y reconstruyendo y renovando las sedes y edificios de los tribunales y 

las fiscalías y su equipamiento. 

110. El Gobierno desea subrayar que no hay presos políticos en sus prisiones y que el 

Presidente del Consejo Presidencial de Liderazgo ha ordenado que se lleve a cabo una 

revisión exhaustiva de la situación de los reclusos a fin de garantizar la legalidad de las 

detenciones y abordar cualquier queja al respecto. Los fiscales trabajan continuamente para 

inspeccionar de manera periódica los lugares de detención y poner fin a cualquier detención 

arbitraria que vulnere la ley. 

111. El Gobierno sigue expresando su preocupación por la seguridad de las personas 

detenidas arbitrariamente y sometidas a desaparición forzada en las prisiones de la milicia 

terrorista huzí, esto es, activistas de derechos humanos, profesionales de los medios de 

comunicación, intelectuales y miembros de minorías que han sido juzgados arbitrariamente 
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y condenados a penas sumarias y extrajudiciales, en algunos casos con pena de muerte o 

largas penas de prisión. 

112. El Gobierno ha prestado especial atención a la liberación de estas víctimas en el 

contexto de los acuerdos de intercambio de detenidos que ha concluido y por los que ha 

puesto en libertad a miles de combatientes de las milicias que habían sido capturados durante 

sus ataques contra el pueblo yemení a cambio de la liberación de cientos de civiles detenidos 

por las milicias sin base legal. Asimismo, espera la liberación de todas las personas que las 

milicias han detenido arbitrariamente y que se han convertido en “rehenes” utilizados por 

estas para presionar al Gobierno legítimo. 

113. Por otro lado, la milicia huzí ha seguido violando el derecho a la libertad, la seguridad 

personal y la integridad física. Se han documentado cerca de 28.000 casos de detenciones 

arbitrarias, entre ellos 2.277 casos de torturas graves que pusieron en peligro la seguridad y 

la vida de las víctimas. Además, se sigue temiendo por la vida y la integridad física de los 

detenidos forzosos que siguen en manos de la milicia. 

 XI. Cooperación con los mecanismos de derechos humanos 
de las Naciones Unidas y cumplimiento de las obligaciones 
internacionales 

114. Durante el período que abarca el informe, la República del Yemen se esforzó por 

fortalecer su cooperación y su interacción positiva con todos los organismos del sistema de 

derechos humanos de las Naciones Unidas. En el ámbito de la interacción con los órganos 

creados en virtud de tratados internacionales de derechos humanos, se desarrolló la 

metodología de trabajo del Comité Técnico Gubernamental de derechos humanos, liderado 

por el Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, que está trabajando a un ritmo 

cada vez más rápido para completar los informes periódicos que ha de presentar el país a los 

órganos de tratados y salvar la brecha que se produjo en la etapa anterior. Asimismo, se creó 

un comité orientado a desarrollar el mecanismo para hacer frente a la crisis humanitaria y 

facilitar el trabajo de los organismos de socorro y las organizaciones internacionales, en el 

que estén representadas las autoridades competentes de conformidad con el Decreto 

núm. 4/2020 del Consejo de Ministros. 

115. El 29 de octubre de 2021, la República del Yemen sometió a examen los informes 

periódicos sexto y séptimo sobre los progresos realizados en la aplicación de la Convención 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, mientras que 

del 20 al 23 de febrero de 2023 se examinó el tercer informe periódico presentado por el país 

sobre la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

así como las respuestas a la lista de cuestiones. El Gobierno está trabajando para terminar los 

informes periódicos restantes para todos los órganos de tratados en las fechas previstas, así 

como para dar respuesta a las consultas y a la correspondencia de los procedimientos 

especiales del Consejo de Derechos Humanos a fin de lograr una comprensión más amplia y 

ajustada a la realidad de la situación de los derechos humanos en el país. 

116. El Gobierno también se adhirió al Segundo Protocolo de la Convención de La Haya 

para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado y ratificó el Estatuto 

de la Organización para el Desarrollo de la Mujer de la Organización para la Cooperación 

Islámica en virtud del Decreto núm. 38/2022 del Consejo de Ministros. Asimismo, aprobó el 

Acuerdo de Cooperación Regional para la Acuicultura y la Gestión de la Pesca en el Mar 

Rojo y el Golfo de Adén, y aprobó el Plan de Emergencia para la Seguridad Alimentaria del 

Sector Agrícola y Pesquero. 

117. Durante el período que se examina, el Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos 

Humanos se reunió en 53 ocasiones con diplomáticos y representantes de las Naciones 

Unidas, así como con la Representante Especial del Secretario General para la Cuestión de 

los Niños y los Conflictos Armados, y trabajó para proporcionar toda la información 

solicitada a fin de lograr el doble beneficio deseado, incluido el fortalecimiento de las 

medidas para prohibir el reclutamiento y la utilización de niños en los conflictos armados. 
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118. El Gobierno desea participar activamente en las reuniones del Consejo de 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas y proporcionar respuestas y aclaraciones sobre 

la situación de los derechos humanos en el país, además de contribuir a la consolidación de 

las tendencias mundiales orientadas a la promoción de los derechos humanos en todo el 

mundo. Asimismo, desea intensificar el ritmo de la cooperación entre la Oficina del 

ACNUDH en el Yemen y el Gobierno, representado por el Ministerio de Asuntos Jurídicos 

y Derechos Humanos. 

 XII. Desafíos y necesidades 

119. La República del Yemen ha seguido pagando el precio de la tolerancia internacional 

(ilegal) ante los crímenes de la milicia huzí en los últimos años, y el desafío actual es una 

prueba contundente de lo acertado de la posición del Gobierno legítimo, que ha sido 

abandonado por la comunidad internacional en los últimos ocho años. La comunidad 

internacional debe ser muy consciente de que, mientras que poner fin a la rebelión y el golpe 

de Estado de la milicia huzí y restaurar la soberanía del Estado no sea un objetivo central de 

cualquier acción internacional relacionada con las amenazas de la milicia huzí a la libertad 

de navegación y al comercio mundial, la estabilidad regional seguirá suponiendo una grave 

amenaza para la seguridad de los países vecinos y de toda la comunidad internacional. 

  Otros desafíos clave 

• El control ejercido por las milicias huzíes sobre las regiones yemeníes y el hecho de 

que hayan convertido a más de 10 millones de ciudadanos en sus rehenes es una causa 

de continua agitación política, social y de seguridad, y un obstáculo fundamental a la 

hora de traducir en hechos la firme voluntad de promover los derechos humanos. 

• Se han deteriorado considerablemente las condiciones económicas del país, cuya 

fragilidad es cada vez mayor tras el golpe de la milicia huzí contra la legalidad y sus 

agresiones contra el pueblo yemení, un país que se ha convertido en uno de los más 

necesitados de ayuda para cubrir sus necesidades de subsistencia y hacer frente a la 

crisis humanitaria. La sociedad yemení sigue necesitando redoblar la ayuda 

internacional proporcionada para cubrir las necesidades mínimas de socorro y 

financiar proyectos productivos que garanticen que la necesidad de ayuda disminuya 

en el futuro. 

• La República del Yemen concede especial importancia a la infancia, pues cree 

firmemente en la necesidad de sentar las bases para el desarrollo y el bienestar futuros. 

En este contexto, el Gobierno considera que el reclutamiento y la explotación de niños 

en el conflicto por parte de la milicia huzí constituye el obstáculo más importante para 

avanzar hacia el futuro, y exige que se dé prioridad a esta cuestión en la agenda de la 

comunidad internacional. 

• Los peligros de las minas con las que la milicia huzí ha sembrado las zonas bajo su 

control constituyen una de las fuentes más graves de violaciones del derecho a la vida 

en las zonas liberadas por el Gobierno legítimo, que necesita más apoyo internacional 

en este campo en sus diversos aspectos. 

• Se consideran una prioridad los asuntos relacionados con la adopción y aplicación de 

soluciones sostenibles para los desplazados internos, especialmente para 

proporcionarles un alojamiento adecuado en las zonas facilitadas por el Gobierno. Es 

preciso complementar los esfuerzos del Gobierno con el apoyo de la comunidad 

internacional para lograr el objetivo de no dejar atrás a ningún segmento de la 

sociedad. 
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 XII. Compromisos 

120. De conformidad con las recomendaciones del Comité Nacional para el Examen 

Periódico Universal, y tras obtener la aprobación del Consejo de Ministros, la República del 

Yemen tiene el honor de asumir los siguientes compromisos para el período 2024-2028: 

• El Gobierno trabajará en cooperación con el Parlamento en el próximo período para 

completar los procedimientos de ratificación de la Convención Internacional para la 

Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas y el Protocolo 

Facultativo de la Convención contra la Tortura. 

• En el marco de su plan, el Comité Técnico Gubernamental de derechos humanos 

finalizará y presentará sus informes periódicos a los órganos de tratados de derechos 

humanos antes de finales de 2025. 

• Se mantendrán los esfuerzos en la esfera de la protección de los civiles mediante 

mecanismos eficaces de cooperación con los mecanismos de las Naciones Unidas y 

los organismos internacionales pertinentes. 

• Se seguirán desarrollando mecanismos para prestar ayuda de socorro a quienes la 

precisen y satisfacer sus necesidades mínimas mediante una cooperación eficaz con 

los órganos e instituciones de las Naciones Unidas y las organizaciones 

internacionales pertinentes. 

• Se aprobará y se presentará el proyecto de ley por el que se creará a principios de 2025 

una comisión nacional independiente de derechos humanos, tras profundizar el debate 

sobre el proyecto de ley con motivo del 76º Día Internacional de los Derechos 

Humanos. 
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